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Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo siglo XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN

LMBV 

De: carlos jose herrera castaneda <chepelin@hotmail.fr> 
Enviado: martes, 23 de febrero de 2021 4:51 p. m.
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co> 
Cc: hansusta@hotmail.com <hansusta@hotmail.com> 
Asunto: Contestación demanda pso 2020-00212 Juz 61 Ad�vo
 

Cordial saludo  
 
Por medio del presente remito la contestación de la demanda correspondiente al proceso que se iden�fica a
con�nuación, en calidad de apoderado de la Secretaría de Educación de Bogotá D.C. 
 

A�e 
 
Carlos Herrera  
C.C. 79.954.623 de Bogotá 
T.P. 141.955 del C.S. de la J. 

NO. PROCESO: 11001-33-43-061-2020-00212-00 

DEMANDANTE: CENTRO EDUCATIVO LOMBARDÍA 



24/2/2021 Correo: Juzgado 61 Administrativo Circuito - Bogotá - Bogotá D.C. - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkADNmNmM5ZjdhLTNhOGYtNGQyOS1iMTVhLTQ3ODMwNjQwN2VjYgAQALzqLWXAYDJEovZhu2pgKW… 2/2

DEMANDADO: BOGOTÁ D.C. – SECRETARÍA DE EDUACIÓN DE BOGOTÁ 

MEMORIAL DIRIGIDO A: JUZGADO 61 ADMINISTRATIVO 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DEMANDA 
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Bogotá D.C., Febrero de 2021 

 

Doctora 

EDITH ALARCÓN BERNAL 

JUEZ SESENTA Y UNO (61) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DE BOGOTÁ 

E  S  D 

 

REFERENCIA:   CONTROVERSIAS CONTRACTUALES 

DEMANDANTE:  CENTRO EDUCATIVO LOMBARDÍA 

DEMANDADA:  BOGOTÁ D.C. - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE BOGOTÁ  

EXPEDIENTE:   2020-00212-00 

 

CONTESTACIÓN DEMANDA  

 

CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA, identificado con la C.C. No. 79.954.623 de 

Bogotá y T.P. No. 141.955 del C.S.J., obrando en calidad de apoderado de la 

parte demandada BOGOTÁ D.C. - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN conforme al poder 

que me fue conferido, por medio del presente escrito y estando dentro del 

término legal, procedo a contestar la demanda promovida en los siguientes 

términos: 

 

I. A LAS PRETENSIONES Y CONDENAS 

 

Me opongo a la prosperidad de todas y cada una de las pretensiones, 

teniendo en cuenta que los fundamentos presentados en la demanda no 

permiten soportar la solicitud efectuada por la parte actora en relación 

con la declaratoria de incumplimiento que solicita, en atención, en primer 

lugar, a que la Secretaria de Educación no incurrió en ninguna causal de 

incumplimiento 

 

De acuerdo a lo anterior y como se expondrá en extenso más adelante, el 

actuar de la Secretaria de Educación se encuentra conforme a derecho a 

y a la normatividad vigente, de manera que le corresponderá a la 

demandante desvirtuar dicho proceder. 

 

Por lo anterior no es posible acceder a las pretensiones de la demanda 

como tampoco al reconocimiento y pago de las sumas de dinero como 

fueron planteados por el extremo actor, en la medida que tampoco se 

encuentran plenamente probadas en el plenario. 

 

II. A LOS HECHOS 

 

1. Es una afirmación cierta de acuerdo con los medios de prueba 

aportados al plenario. 

2. No es un hecho, se trata de una referencia normativa al Decreto 1851 

de 2015 

3. No le consta a mi representada lo afirmado por la parte actora, me 

atengo a lo que resulte probado en el proceso. 

4. No es un hecho, contiene una apreciación de orden personal carente 

por completo de sustento probatorio. 

5. Es una afirmación cierta de acuerdo con los medios de prueba 

aportados al plenario la suscripción del contrato 380 de 2017. 

6. Es una afirmación cierta de acuerdo con los medios de prueba 

aportados al plenario. 

7. No corresponde a un hecho, es una referencia al contenido de la 



2 
 

cláusula tercera del contrato referido por la parte actora 

8. No corresponde a un hecho, es una referencia al contenido de la 

cláusula cuarta del contrato referido por la parte actora 

9. Es una afirmación que le corresponde probar a la parte actora. 

10. No corresponde a un hecho, es una referencia al contenido del 

documento identificado con el número SGP-14-2017 

11. Es una afirmación que le corresponde probar a la parte actora, 

habida consideración a que hace a referencia a un documento que no 

fue producido por mi representada. 

12. Es una afirmación que le corresponde probar a la parte actora, 

habida consideración a que hace a referencia a un documento que no 

fue producido por mi representada. 

13. No corresponde a un hecho sino a una valoración de carácter 

subjetivo de la parte actora sobre la forma en que considera que tendría 

que ser aplicado el documentos proferido por el Ministerio de Educación 

14. No corresponde a un hecho sino a una valoración de carácter 

subjetivo de la parte actora sobre los que considera como la jerarquía 

normativa entre un concepto y un documento COMPES 

15. No corresponde a un hecho sino a una valoración de carácter 

subjetivo de la parte actora sobre la forma en que considera que tendría 

que ser aplicado el documentos proferido por el Ministerio de Educación 

16. No es cierto, la Secretaría de Educación no introdujo modificaciones 

unilaterales al contrato referido por la parte actora, tampoco es cierto que 

la hubiese conminado, obligado o coaccionado a ejecutarlo a la fuerza, 

menos aún que le hubiese negado el derecho a manifestar salvedades u 

observaciones, le corresponde a la parte actora probar lo contrario. 

17. No es cierto, lo manifestado por el extremo actor carece por 

completo de sustento probatorio, le corresponde probarlo. 

18. Es una afirmación cierta de acuerdo con los medios de prueba 

aportados al plenario. 

19. No es cierto, la Secretaría de Educación nunca obligó al extremo 

actor a realizar actividad alguna en contra de su voluntad, le corresponde 

probarlo. 

20. No es un hecho, lo manifestado por el extremo actor constituye una 

simple expectativa. 

21.  No es cierto, lo manifestado por la parte actora carece por 

completo de sustento probatorio, le corresponde probarlo. 

22. No corresponde a un hecho sino a una valoración de carácter 

personal de la parte actora carente de sustento probatorio. 

23. No es cierto, las consideraciones expuestas en este hecho son 

completamente temerarias, habida consideración a que el señor 

apoderado de la parte actora le está atribuyendo a mi representada la 

comisión de actos contrarios a derecho, le corresponde probar su dicho. 

24. No es cierto, las consideraciones expuestas en este hecho son 

completamente temerarias, habida consideración a que el señor 

apoderado de la parte actora le está atribuyendo a mi representada la 

comisión de actos contrarios a derecho, le corresponde probar su dicho. 

25. No es cierto, las consideraciones expuestas en este hecho son 

completamente temerarias, habida consideración a que el señor 

apoderado de la parte actora le está atribuyendo a mi representada la 

comisión de actos contrarios a derecho, le corresponde probar su dicho. 

26. No es cierto, la Secretaría de Educación no incurrió en malos 

manejos de tipo administrativo o presupuestal, le corresponde a la parte 
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actora probar su dicho, por otra parte, reiteramos una vez más que la 

Secretaria jamás ejerció ningún tipo de coerción sobre la voluntad del 

contratista. 

27. Me abstengo de hacer pronunciamiento alguno frente a este hecho 

porque no se hace mención al informe al que se refiere la parte actora. 

28. No corresponde a un hecho sino a una valoración de carácter 

personal de la parte actora carente de sustento legal y probatorio. 

29. No es cierto, le corresponde a la parte actora probar su dicho. 

30. No es cierto, le corresponde a la parte actora probar su dicho. 

31. No corresponde a un hecho, es una referencia al valor de unas 

tarifas que en todo caso le corresponde probar a la parte actora. 

32. No corresponde a un hecho, es una referencia al valor de unas 

tarifas que en todo caso le corresponde probar a la parte actora. 

33. No corresponde a un hecho, es una referencia al valor de unas 

tarifas que en todo caso le corresponde probar a la parte actora. 

34. No corresponde a un hecho, es una referencia al valor de unas 

tarifas que en todo caso le corresponde probar a la parte actora. 

35. No corresponde a un hecho, es una referencia al valor de unas 

tarifas que en todo caso le corresponde probar a la parte actora. 

36. No es cierto, la Secretaría de Educación nunca le impidió a la parte 

actora reclamar por sus derechos, es falso, lo demás corresponde a 

conclusiones de la parte actora que le corresponde demostrar. 

37. No es cierto que la Secretaría de Educación haya tomado 

decisiones en forma unilateral, mucho menos que se haya presentado un 

desequilibrio en el contrato, le corresponde a la parte actora probar su 

dicho. 

38. Es cierto que se realizaron mesas de trabajo en forma previa a la 

liquidación del contrato, por tal razón resulta contradictorio que la parte 

actora sostenga que se tomaron decisiones por parte de la Secretaría 

ejerciendo presiones indebidas sobre el contratista. 

39. Es cierto que el día 03 de abril de 2018 se liquidó el contrato y que se 

surtió el trámite de conciliación prejudicial  

40. Es cierta la suscripción del referido contrato. 

41. Es cierto de acuerdo con los medios de prueba aportados al 

proceso. 

42. No corresponde a un hecho, es una referencia al contenido de la 

cláusula cuarta del contrato referido por la parte actora 

43. No corresponde a un hecho, es una referencia al contenido de la 

cláusula cuarta del contrato referido por la parte actora 

44. No corresponde a un hecho, se refiere a una valoración de ordena 

personal de la parte actora que le corresponde probar. 

45. No es cierto, le corresponde a la parte actora probarlo  

 

III 

RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DEFENSA 

 

 

DEL RESPETO POR LOS ACTOS PROPIOS  

 

Desde Roma se ha tenido como un principio general del derecho aquel 

consistente en que a nadie le es lícito beneficiarse de su propia culpa. El 

Consejo de Estado ha llegado inclusive a afirmar que este principio de 

respeto por el acto propio tiene plena aplicabilidad en los temas atinentes 
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a las discusiones sobre responsabilidad precontractual y contractual 

relativas a las entidades estatales. 

 

Bajo esta perspectiva y como bien lo señaló el Despacho al resolver sobre 

la procedencia de la medida cautelar solicitada por la parte actora, en 

este asunto la parte actora nunca fue coaccionada a adelantar y/o a 

ejecutar obligaciones contractuales contra su voluntad, por el contrario, 

siempre estuvo al tanto y tuvo conocimiento de las condiciones pactadas 

sin que hiciera observación alguna. 

 

Sobre este asunto, en la providencia de diciembre 15 de 2020, por medio 

de la cual se negó la medida cautelar solicitada por la parte actora, el 

Despacho señaló: 

 

“En primer lugar, al observarse la solemnidad del contrato, en ningún 

momento la entidad realizó de manera arbitraria, unilateral y mucho 

menos ilegal al contrato como lo señala la parte demandante, pues de las 

mismas cláusulas que indica el memorialista se denota que “Dicho valor 

será ajustado, en caso de ser necesario, cuando se expida el respectivo 

documento de Distribución de Recursos del Sistema General de 

Participaciones para 2017 por parte del Departamento Nacional de 

Planeación.”, lo cual significa que no era obligatorio sino optativo el 

reajuste señalado por el actor y que, incluso, él estuvo de acuerdo al 

momento de su aceptación mediante la suscripción de los contratos ahora 

atacados. 

 

Adicionalmente, no existe ninguna otra documentación que le obligue a 

realizar la liquidación del contrato conforme a las tarifas establecidas en el 

documento CONPES ni mucho menos le restrinja o prohíba la facultad a la 

entidad el ajuste del valor conforme al IPC, pues como se indicó antes, 

tampoco fue pactado en el contrato. Con lo anterior, se tiene que si bien, 

los argumentos expuestos por el actor pueden ser objeto de estudio al 

momento de resolverse de fondo el asunto, no son suficientes para el 

decreto de la medida cautelar presentada, dado que no se denota 

ninguna violación a los principios de legalidad y debido proceso, ni mucho 

menos alteración o modificación de los contratos No. 380 de 2017 y 1014 

de 2018 por parte de la entidad accionada” 

 

Es decir, el contratista sabía porque así estaba pactado en el contrato, la 

forma en que se harían los pagos, es más, con los estudios previos se 

estableció que el contrato tendría un valor indeterminado  pero 

determinable, según el número de estudiantes efectivamente atendidos y 

las variaciones producto de los cambios de tipología que defina el 

Gobierno Nacional. 

 

Es más, con los documentos previos se hizo la siguiente previsión que ahora 

pretende desconocer la parte actora bajo la presunta coacción de la 

Secretaría de Educación, circunstancia que dicho sea de paso no es 

cierta, en tal sentido, esto se dijo en los estudios previos: 

 

“En caso tal que como consecuencia de una variación, el valor final del 

contrato resulte superior al valor inicial, la diferencia se cancelará con 

cargo a los recursos del proyecto, previa realización del trámite 
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presupuestal, y la suscripción de la modificación contractual respectiva, o 

durante la etapa de liquidación contractual 

 

El valor del contrato incluye cualquier clase de gravamen, impuesto, tasa, 

contribución o tributo en general que se cause o se llegare a causar; en tal 

evento EL CONTRTAISTA se obliga a asumirlo, así como los costos directos e 

indirectos que se ocasionen para la ejecución del mismo” 

 

Así las cosas, de acuerdo con lo manifestado por el Señor apoderado de la 

parte actora en el sentido que su representada ya ha suscrito varios 

contratos de prestación de servicios con el mismo objeto, circunstancia 

que guarda plena congruencia con su objeto social y la fecha de 

creación, es evidente que dada la naturaleza de su objeto social, es un 

experto en la materia para la que presentó su oferta; en consecuencia, en 

su rol de colaborador de la administración en la estructuración del 

proceso, al conocer desde un comienzo las condiciones de aquel, sin 

haber hecho salvedad alguna al respecto, no puede pretender ahora 

ningún tipo de reconocimiento alegando en su favor su propia culpa, 

habida consideración a que conoció integralmente el contenido y las 

condiciones del proceso sin hacer observación alguna al respecto, como 

se desprende de los medios de prueba allegados al proceso, como 

también de los antecedentes del contrato. 

 

DE LA AUSENCIA DE SALVEDADES SOBRE INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO 

ATRIBUIBLES A LA SED 

 

El artículo 11 de la Ley 1150 de 2007 permite a los contratistas efectuar 

salvedades a la liquidación por mutuo acuerdo, y en este evento la 

liquidación unilateral solo procederá en relación con los aspectos que no 

hayan sido objeto de acuerdo. En esas condiciones, el efecto que 

produce la inclusión de salvedades en el acta de liquidación bilateral 

consiste en restringir los asuntos respecto de los cuales el contratista puede 

reclamar posteriormente por vía judicial. La inclusión de salvedades en el 

acta de liquidación no implica el reconocimiento por parte de la Entidad 

Estatal de los derechos o las situaciones a las que se refieren tales 

salvedades, sino que ellas reflejan los asuntos respecto de los cuales las 

partes no llegaron a un acuerdo. 

La Sección Tercera del Consejo de Estado, a través de la sentencia del 14 

de junio de 2017 con ponencia del Consejero Danilo Rojas Betancourth, 

reiteró su posición frente a las salvedades incorporadas en las actas de 

liquidación de los contratos estatales. 

El acta de liquidación bilateral del contrato contiene un consenso entre las 

partes que no podrá ser desconocido posteriormente por quien lo suscribe, 

salvo que se invoque algún vicio del consentimiento o se deje expresa 

constancia de la existencia de salvedades o discrepancias en el cruce de 

cuentas. 

Las inconformidades o salvedades en un acta de liquidación deben 

plasmar de manera clara y concreta los motivos de la inconformidad, con 

el fin de reclamar el reconocimiento de las observaciones ante la 
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jurisdicción de lo contencioso administrativo. Con lo cual, no producirán 

efectos jurídicos aquellas observaciones o salvedades que se realicen de 

manera genérica o que indiquen que se reserva el derecho a reclamar.  

 

De conformidad con lo expuesto, es claro que dentro del presente proceso 

no se logra determinar que efectivamente mi representada deba cancelar 

el valor solicitado por la parte actora, teniendo en cuenta que si dentro del 

plazo de ejecución del contrato no se advirtió sobre la reclamación del 

pago reclamado post liquidación, no puede en esta instancia pretender 

ningún tipo de reconocimiento. 

 

Las condiciones para el pago fueron claras para las partes y lo que es más 

importante, fueron aceptadas con la suscripción del contrato, 

posteriormente, al momento de la liquidación tuvo la oportunidad de 

expresar sus salvedades conforme a las reglas señaladas por el Consejo de 

Estado, esto es, indicando en forma expresa los motivos de inconformidad 

que además serían objeto de reclamación judicial, sin embargo, ni con la 

suscripción del contrato ni con el acta de liquidación la parte actora 

manifestó algún tipo de inconformismo, circunstancia que torna en 

improcedente esta reclamación 

 

Como se indica a continuación, la evolución jurisprudencial ha sido 

constante y clara en la exigencia del pronunciamiento de las partes y en 

especial del registro de salvedades cuando alguno de los contratantes 

considera que la suscripción de una modificación y/o adición le genera 

perjuicios, evolución que se refleja así:  

 

- Sentencia del 31 de agosto de 2011: 

 
“No sólo no resulta jurídico sino que constituye una práctica malsana que 

violenta los deberes de corrección, claridad y lealtad negociales guardar 

silencio respecto de reclamaciones económicas que tengan las partes al 

momento de celebrar contratos modificatorios o adicionales, cuyo propósito 

precisamente es el de ajustar el acuerdo a la realidad fáctica, financiera y 

jurídica al momento de su realización, sorprendiendo luego o al culminar el 

contrato a la otra parte con una reclamación de esa índole. Recuérdese que 

la aplicación de la buena fe en materia negocial implica para las partes la 

observancia de una conducta enmarcada dentro del contexto de los 

deberes de corrección, claridad y recíproca lealtad que se deben los 

contratantes, para permitir la realización de los efectos finales buscados con 

el contrato.” 1 (Negrilla y subrayas nuestro) 

 

- Sentencia del 29 de octubre de 2012: 
 

“De acuerdo con el criterio jurisprudencial expuesto, la omisión o silencio en 

torno a las reclamaciones, reconocimientos, observaciones o salvedades por 

hechos previos conocidos a la fecha de suscripción de un contrato 

modificatorio, adicional o un acta de suspensión tiene por efecto el finiquito 

de los asuntos pendientes para las partes, no siendo posible discutir 

posteriormente esos hechos anteriores (excepto por vicios en el 

consentimiento), toda vez que no es lícito a las partes venir contra sus propios 

actos, o sea “venire contra factum propium non valet”, que se sustenta en la 

                                                             
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B, 

sentencia de 31 de agosto de 2011, exp. 18080, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.  
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buena fe que debe imperar en las relaciones jurídicas. (Negrilla y subrayas 

nuestro) 

 

Por lo tanto, respecto a los sobrecostos reclamados por una mayor 

permanencia en obra, considera la Sala que no pueden prosperar las 
pretensiones de la actora, dado que, como ya se observó ́, la ampliación del 

plazo, así́ como los motivos y causas que originaron el mayor tiempo del 

contrato quedaron consignados en negocios jurídicos adicionales que 

concretaron las postergaciones de las cuales pretende ahora percibir 

beneficios indemnizatorios y de los que sólo vino a dar cuenta luego de su 

perfeccionamiento y a cuantificar una vez finalizado el plazo de ejecución 

del contrato, máxime cuando en los mismos hizo expresa renuncia de 

reclamaciones por los hechos que dieron lugar a su celebración.  

Ahora, si la actora consideraba que existía un vicio del consentimiento en la 
celebración de los contratos adicionales, como fuerza o violencia, debió ́ 

formular en la demanda la pretensión de nulidad relativa de los mismos y 

probarlo, pero, como no lo hizo, no hay lugar a estimar el argumento según el 

cual fue presionado al momento de suscribirlos.” 2 (Negrilla y subrayas 

nuestro) 

- Sentencia del 27 de enero de 2016: 

 

“Dicho lo anterior, se advierte que las sociedades demandantes pretenden 

que se declare el incumplimiento de FONADE, con fundamento en que ésta 

incumplió con las obligaciones de entregar los estudios necesarios para la 

construcción de la obra contratada –arquitectónico, estructural, urbanístico, 

hidrosanitario y eléctrico- después de firmada el acta de inicio del contrato y 

en consecuencia se vio afectado el cronograma de ejecución del contrato, 

violando el principio de planeación que debe regir en todos los contratos. 

 

Así, en cuanto al primero de los cargos formulados, se tiene que este no está 

llamado a prosperar. Si bien FONADE se retrasó en cuestión de días en la 

entrega de varios estudios –arquitectónico a los 10 días de firmada el acta de 

inicio, igualmente el hidrosanitario, y técnico-, resulta que ello no tiene 

incidencia respecto del incumplimiento de la parte demandante, pues la 

repercusión negativa de ello en el tiempo de ejecución de la obra fue 

abordado y superado por las partes del contrato mediante la suscripción de 

varias prórrogas del contrato y dos adiciones económicas.  

 

Del material probatorio aportado al expediente, se observa, que en el 

transcurso de la ejecución del contrato -por solicitud de la unión temporal- las 

partes suscribieron cinco prórrogas, una modificación, dos adiciones, una 

suspensión y un acta de reinicio del contrato No. 2080367, de donde se 

evidencia claramente que el contratista no dejó salvedades, 

inconformidades o manifestaciones dirigidas a obtener el reconocimiento y/o 

pago de los gastos en que incurrió por cuenta de lo que ahora alega, es 

decir, mayor permanencia en la obra, fuerte ola invernal, dificultad en el 

transporte de materiales y mucho menos del incumplimiento que endilga a 

FONADE, al contrario, dejó expresamente señalado en cada una de esas 

actas, que lo consignado allí no le generaría ningún costo adicional al 

inicialmente pactado. 

 

En consecuencia, entiende la Sala que el eventual incumplimiento FONADE 

en la demora de entregar algunos estudios, no repercutió de ninguna manera 

                                                             
2 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 29 de octubre de 2012, 

expediente 13001-23-31-000-1992-08522-01(21429), C.P. Danilo Rojas Betancourth. 
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en el cumplimiento de las obligaciones del contratista pues en aras a 

restablecer las condiciones económicas y de tiempo de ejecución del 

contrato las partes suscribieron sendas actas donde convinieron modificar el 

precio del contrato así como ampliar el periodo de ejecución.  

 

Dicho con otras palabras, si con la solicitud de un plazo y un valor adicional 

el actor pretendió ajustarse al cumplimiento de las prestaciones a su cargo – 

las cuales fueron atendidas por la entidad demandada-, mal puede fundar su 

pretensión indemnizatoria en dichas situaciones, toda vez que estuvo de 

acuerdo con ellas en cada prórroga, adición, modificación, suspensión y 

reinicio suscrita con la entidad contratante. 

 

Entonces, la parte demandante mostró su plena conformidad con los 

reajustes a las condiciones contractuales inicialmente pactadas. Por 

consiguiente, ofende al principio de buena fe objetiva que el actor pretenda 

obtener provecho de incumplimientos e inconvenientes –ola invernal, 

transporte de materiales, nuevos ítems ejecutados, más tiempo en la obra- 

que en su debida oportunidad fueron abordados y superados por las partes 

vía reajustes a las condiciones contractuales existentes, de modo tal que si 

en aquellas ocasiones el demandante no expresó su inconformidad o 

salvedad a lo convenido o no manifestó que consideraba insuficiente el 

reajuste propuesto para superar aquellas situaciones, debió expresarlo en 

dicha oportunidad y no en ulterior ocasión ante el juez del contrato. Como en 

el sub judice no se aprecian tales alegaciones oportunas, la Sala entiende 

que el planteamiento formulado por el impugnante no tiene vocación de 

prosperar. 

 

Al respecto es necesario resaltar lo que se dijo al inicio de las 

consideraciones y específicamente en los puntos 4 y 4.2, es decir, para que 

proceda el restablecimiento judicial de la ecuación financiera del contrato y 

cualquier otra reclamación V.gr. el incumplimiento, entre otros requisitos, es 

necesario que el contratista realice las solicitudes, reclamaciones o 

salvedades dentro de la oportunidad correspondiente, esto es que se 

efectúen al momento de suscribir las actas, suspensiones, adiciones o 

prórrogas del plazo contractual, contratos adicionales, otrosíes, etc., deber 

éste que se deriva del principio de la buena fe contractual. 

 

Expuestas las consideraciones que anteceden, la Sala negará las 

pretensiones derivadas del incumplimiento por parte de FONADE, 

desequilibrio económico y financiero del contrato y violación del principio de 

planeación que de acuerdo con lo alegado por el demandante tuvo lugar 

durante la ejecución del objeto contractual.”3  (Negrilla y subrayas nuestro) 

 

También resulta oportuno referirnos a la reciente sentencia del Consejo de 

Estado – Sección Tercera, con ponencia del Honorable Consejero: Jaime 

Orlando Santofimio Gamboa4, donde se hizo un estudio sobre el alcance 

de las salvedades, liquidación del contrato y buena fe contractual en los 

siguientes términos: 

3.- Oportunidad de las reclamaciones en materia contractual – Salvedades 

Pero además de la prueba de tales hechos es preciso, para que prospere 

                                                             
3 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección C, sentencia del 27 de enero de 2016, expediente 

88001-23-31-000-2011-00021-01(54415), C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. 

 
4 CONSEJERO PONENTE: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA Bogotá D.C, veintinueve (29) de 

enero de dos mil dieciocho (2018) Radicación número: 680012333000201300118 01 (52.666) 

Demandantes: Argoz Construcción Obras Civiles S.A y otros. Demandado: Instituto Nacional de Vías 

– INVIAS. Medio de control: Controversias contractuales (Sentencia) 
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una pretensión de restablecimiento del equilibrio económico del contrato 

en virtud de cualquiera de las causas que pueden dar lugar a la alteración, 

que el factor de oportunidad no la haga improcedente. En efecto, tanto el 

artículo 16 como el artículo 27 de la Ley 80 de 1993 prevén que en los casos 

de alteración del equilibrio económico del contrato las partes pueden 

convenir lo necesario para restablecerlo, suscribiendo “los acuerdos y 

pactos necesarios sobre cuantía, condiciones y forma de pago de gastos 

adicionales, reconocimiento de costos financieros e intereses, si a ello 

hubiere lugar…” Luego, si las partes, habida cuenta del acaecimiento de 

circunstancias que pueden alterar o han alterado ese equilibrio 

económico, llegan a acuerdos tales como suspensiones, adiciones o 

prórrogas del plazo contractual, contratos adicionales, otrosíes, etc., al 

momento de suscribir tales acuerdos en razón de tales circunstancias es 

que deben presentar las solicitudes, reclamaciones o salvedades por 

incumplimiento del contrato, por su variación o por las circunstancias 

sobrevinientes, imprevistas y no imputables a ninguna de las partesY es que 

el principio de la buena fe lo impone porque, como se sabe, la buena fe 

contractual, que es la objetiva, “consiste fundamentalmente en respetar en 

su esencia lo pactado, en cumplir las obligaciones derivadas del acuerdo, 

en perseverar en la ejecución de lo convenido, en observar cabalmente el 

deber de informar a la otra parte, y, en fin, en desplegar un 

comportamiento que convenga a la realización y ejecución del contrato 

sin olvidar que el interés del otro contratante también debe cumplirse y 

cuya satisfacción depende en buena medida de la lealtad y corrección de 

la conducta propia” 31 (Se subraya). En consecuencia, si las solicitudes, 

reclamaciones o salvedades fundadas en la alteración del equilibrio 

económico no se hacen al momento de suscribir las suspensiones, 

adiciones o prórrogas del plazo contractual, contratos adicionales, otrosíes, 

etc., que por tal motivo se convinieren, cualquier solicitud, reclamación o 

pretensión ulterior es extemporánea, improcedente e impróspera por 

vulnerar el principio de la buena fe contractual. Esta postura es de vieja 

data en la Sección Tercera del Consejo de Estado y baste para confirmar lo 

dicho traer a cuento el siguiente aparte de la sentencia proferida el 23 de 

junio de 1992, Exp. 6032: “La anterior manifestación, sin embargo, no 

encuentra pleno respaldo en el proceso, porque lo cierto es que si hubo 

suspensiones de las obras, atrasos, de moras, que en últimas condujeron a 

la prolongación del término contractual inicialmente señalado, no todo 

obedeció a la voluntad exclusiva de la entidad contratante, sino que hubo 

acuerdo entre las partes para hacerlo, como se desprende de las actas de 

suspensión de obra visibles a folios 63 y 64 del Anexo No. 1, suscrito por los 

interventores, Auditor General y el contratista; o bien de las obras 

adicionales contratadas, las cuales fueron consignadas en los documentos 

“otro sí” que reposan en los folios 50 a 60 del Anexo No. 1, suscritos también 

por el contratista; así mismo, obran en autos las solicitudes de prórroga del 

actor y los plazos concedidos no sólo en atención a esas peticiones, sino 

para que entregara la obra contratada en estado de correcta utilización. 

No encuentra la Sala razonable que el contratista después de finalizado el 

contrato, por entrega total de la obra, pretenda censurar a la 

administración por prolongaciones en el plazo convenido, cuando estuvo 

de acuerdo con las mismas y en parte fue causante de aquellas. En ningún 

momento el contratista impugnó tales prórrogas y, si lo hizo, de ello no hay 

demostración alguna en el proceso. En cambio, si se infiere que con las 

prórrogas y ampliaciones las partes procuraron superar las dificultades que 

se presentaron, todo con el ánimo de obtener la ejecución del objeto 

contractual y de cumplir a cabalidad las obligaciones contractualmente 

adquiridas. De estas apreciaciones concluye la Sala que no hay lugar a 

aceptar el cumplimiento respecto del término del contrato planteado por 

el actor…” (Resaltado propio). Dicha postura fue retomada posteriormente 

por la Subsección B de la Sección Tercera de ésta Corporación al señalar 

que: “Así las cosas, es menester puntualizar los efectos jurídicos que en 

relación con reclamaciones pendientes tienen los negocios jurídicos 

bilaterales de modificación, adición, prórroga y suspensiones suscritos por 

las partes en ejercicio de la autonomía de la voluntad para adaptar el 

contrato a las exigencias que sobrevengan o sobre el reconocimiento 
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debido de las prestaciones cumplidas, en el sentido de que no proceden 

reclamaciones posteriores para obtener reconocimientos de prestaciones 

emanadas del contrato, cuando no aparecen o no se hicieron en dichos 

actos. Esta Sección en sentencia de 23 de julio de 1992, rechazó una 

reclamación de la contratista después de finalizado el contrato por 

prolongaciones del plazo convenido, cuando estuvo de acuerdo con ellas, 

puesto que se entiende que mediante estas prórrogas las partes procuraron 

superar las dificultades que se presentaron para la debida ejecución del 

contrato (…) Igualmente, en sentencia de 22 de noviembre de 2001, 

utilizando este criterio como adicional a la falta de prueba de los mayores 

sobrecostos, indicó que cuando se suscribe un contrato modificatorio que 

cambia el plazo original dejando las demás cláusulas del contrato 

incólumes (entre las mismas el precio), no pueden salir avante las 

pretensiones de la contratista32: “No se probó procesalmente que BENHUR, 

dentro del término de ejecución del contrato incurrió en sobrecostos 

superiores a los reconocidos por CEDENAR. Además la Sala destaca que 

BENHUR en ejercicio de su autonomía de la voluntad suscribió contratos 

adicionales de plazo en los cuales luego de la modificación de la cláusula 

original de PLAZO, convino con CEDENAR que las demás cláusulas del 

contrato, entre ellas el precio, permanecían incólumes” (subraya la sala). 

No sólo no resulta jurídico sino que constituye una práctica malsana que 

violenta los deberes de corrección, claridad y lealtad negóciales guardar 

silencio respecto de reclamaciones económicas que tengan las partes al 

momento de celebrar contratos modificatorios o adicionales cuyo 

propósito precisamente es el de ajustar el acuerdo a la realidad fáctica, 

financiera y jurídica al momento de su realización, sorprendiendo luego o al 

culminar el contrato a la otra parte con una reclamación de esa índole. 

Recuérdese que la aplicación de la buena fe en materia negocial implica 

para las partes la observancia de una conducta enmarcada dentro del 

contexto de los deberes de corrección, claridad y recíproca lealtad que se 

deben los contratantes, para permitir la realización de los efectos finales 

buscados con el contrato... 

 

Ahora bien, sobre la buena fe contractual se dijo lo siguiente: 

 
El principio de buena fe contractual Esta Subsección ha insistido sobre la 

buena fe contractual, u objetiva, en los siguientes términos: 

 

“De lo preceptuado en el artículo 871 del Código de Comercio, con 

redacción parecida al artículo 1603 del Código Civil, se desprende que en 

todo el iter contractual, esto es antes, durante y después de la celebración 

del contrato, y aún después de su extinción, se impone a los intervinientes el 

deber de obrar de conformidad con los postulados de la buena fe.37 En 

efecto, aquel precepto prevé que los contratos deben “celebrarse y 

ejecutarse de buena fe, y en consecuencia, obligarán no sólo a lo pactado 

expresamente en ellos, sino a todo lo que corresponda a la naturaleza de 

los mismos, según la ley, la costumbre o la equidad natural.” Pero además, 

como si no fuera suficiente, el artículo 863 de esa misma codificación 

ordena que “las partes deberán proceder de buena fe exenta de culpa38 

en el periodo precontractual, so pena de indemnizar los perjuicios que se 

causen”, precepto este que en la contratación pública ha de tenerse 

como un desarrollo del principio general de planeación que debe informar 

a toda la actividad contractual del Estado.39 Sin embargo con frecuencia 

inusitada se cree que la buena fe a que se refiere estos preceptos consiste 

en la convicción de estar obrando conforme a derecho, en la creencia de 

que la conducta se ajusta en un todo a lo convenido y, en general, en el 

convencimiento de que se ha observado la normatividad y el contrato, 

independientemente de que esto sea efectivamente así por haberse 

incurrido en un error de apreciación porque se piensa que lo que en 

verdad importa es ese estado subjetivo consistente en que se tiene la íntima 

certidumbre de haber actuado bien. Empero nada más lejano de la 

realidad que esa suposición porque la buena fe contractual no consiste en 

creencias o convicciones de haber actuado o estar actuando bien, es 

decir no es una buena fe subjetiva, sino que estriba en un comportamiento 
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real y efectivamente ajustado al ordenamiento y al contrato y por 

consiguiente ella, tal como lo ha señalado ésta Subsección, “consiste 

fundamentalmente en respetar en su esencia lo pactado, en cumplir las 

obligaciones derivadas del acuerdo, en perseverar en la ejecución de lo 

convenido, en observar cabalmente el deber de informar a la otra parte, y, 

en fin, en desplegar un comportamiento que convenga a la realización y 

ejecución del contrato sin olvidar que el interés del otro contratante 

también debe cumplirse y cuya satisfacción depende en buena medida 

de la lealtad y corrección de la conducta propia”,40 es decir, se trata aquí 

de una buena fe objetiva y “por lo tanto, en sede contractual no interesa la 

convicción o creencia de las partes de estar actuando conforme a 

derecho”41 o conforme al contrato, pues tales convencimientos son 

 

irrelevantes porque, habida cuenta de la función social y económica del 

contrato, lo que en verdad cuenta son todos los actos reales y efectivos 

que procuran la cabal realización de estas funciones dentro del ámbito de 

la legalidad y de la lealtad y corrección, esto es, ajustados en un todo al 

ordenamiento jurídico y a lo convenido.”42 De manera que el principio de 

la buena fe contractual es de carácter objetivo e impone, 

fundamentalmente, a las partes respetar en su esencia lo pactado, cumplir 

las obligaciones derivadas del acuerdo, perseverar la ejecución de lo 

convenido, observar cabalmente el deber de informar a la otra parte, y, en 

fin, desplegar un comportamiento que convenga a la realización y 

ejecución del contrato sin olvidar que el interés del otro contratante 

también debe cumplirse y cuya satisfacción depende, en buena medida, 

de la lealtad y corrección de la conducta propia43 . Es por ello que, 

además, ante la inconformidad con el clausulado contractual o en 

presencia de un incumplimiento o alteración del equilibrio económico del 

contrato, la parte afectada está en la obligación de informar 

inmediatamente tales circunstancias a su co-contratante, en atención al 

principio de la buena fe y a la regla de oportunidad que no permiten que 

una de las partes, en el momento en que espera el cumplimiento de la 

obligación debida, sea sorprendida por su contratista con circunstancias 

que no alegó en el tiempo adecuado, de manera que cualquier 

reclamación o pretensión ulterior es extemporánea, improcedente e 

impróspera por vulnerar el principio de la buena fe contractual. 

 

Por todo lo expuesto, es claro que se falta al principio de la buena fe 

contractual por parte de la actora y en consecuencia, se solicita de 

manera respetuosa al Despacho se acoja la liquidación presentada por la 

Secretaria de Educación, con la cual se estableció el balance financiero 

en forma clara, por lo que habrán de denegarse las pretensiones de la 

demanda 

 

EXCEPCIONES - LA GENÉRICA O INNOMINADA.-  

 

Solicito al señor Juez que se sirva declarar probada cualquier excepción 

que resulte demostrada en el curso del proceso. 

 

IV. PRUEBAS 

 

Solicito se tengan como pruebas a favor de la parte que represento las 

siguientes: 

 

DOCUMENTALES 

 

Las aportadas con el escrito de contestación en archivo drive. 
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V. NOTIFICACIONES. 

 

Para efectos de notificaciones a la entidad que represento o al suscrito 

suministro los siguientes datos:  

 

A la entidad en la represento, SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTA, en 

la Av. El Dorado No. 66 -  63 de Bogotá. 

 

Al suscrito en la Carrera 18 No. 137-53 Tercer piso de la ciudad de Bogotá o 

al Correo electrónico del apoderado: chepelin@hotmail.fr 

 

Del Señor Magistrado, 

 

 
CARLOS JOSE HERRERA CASTAÑEDA 

C.C. No. 79.954.623 de Bogotá  

T.P. No. 141.955 del C.S.J. 



Esperanza
Sello






















































